Alarma en el sector inmobiliario valenciano

Las alarmas se han disparado en la Comunidad Valenciana entre muchos de los compradores de pisos nuevos todavía en fase de construcción. Les costarán más caros, y eso si finalmente se construyen. La culpa de todo este embrollo la tiene el aumento del impuesto sobre Actos Jurídicos Documentados (AJD) para muchas de las actuaciones de los promotores de viviendas y los 83 recursos que exigen la paralización de los Planes de Actuación Integrada (PAI). Aunque el Consell ha decidido reducir los impuestos que pagan los compradores de viviendas del 0,4% al 0,1%, al mismo tiempo ha decidido aumentar del 0,5% al 1% los impuestos por AJD que pagan los promotores de viviendas (fundamentalmente relacionados con la división horizontal de los bloques de viviendas). La Generalitat Valenciana tiene competencias para fijar este impuesto en función de la Ley de Cesión de Tributos del Estado a las Comunidades Autónomas. La Asociación de Promotores y Constructores de la Provincia de Valencia por medio de su presidente Juan Bautista Soler, se ha quejado amargamente de que dicho incremento de la imposición supondrá unas 300.000 pesetas de encarecimiento de las viviendas. No está claro que parte de dicho incremento será trasladado a los compradores de vivienda pero este aumento afectará incluso a los que paguen por su vivienda en 2002. Asimismo, mientras que se ha realizado una evaluación del ahorro que supondrá para los compradores de vivienda la reducción de 0,3 puntos porcentuales en los impuestos de compra (unos 5.500 millones de pesetas que dejará de ingresar la Generalitat) no existe aún una evaluación del efecto del aumento del AJD para los promotores. Sólo se sabe que en las cuentas pública de este año aparece un aumento de 30.282 millones de pesetas en el concepto de mayores ingresos por el impuesto sobre transmisiones y AJD. 

El segundo problema que genera cierta alarma en el sector son las posible consecuencias del auto del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana que cuestionaba la constitucionalidad de la Ley Reguladora de la Actividad Urbanística (LRAU). Esta ley, única en el panorama legislativo español, ha sido determinante para acelerar los procesos de urbanización y construcción en el sector inmobiliario de la Comunidad Valenciana. La LRAU da grandes competencias al llamado “agente urbanizador” para promover planes de acción integrada (PAI) incluso en contra de algunos de los propietarios del suelo que finalmente se urbaniza. En otras comunidades es necesario poner de acuerdo a todos los propietarios del suelo, reunidos en juntas de compensación, para poder comenzar la urbanización, lo que supone grandes retrasos. La flexibilidad adicional de la legislación valenciana, que ya en el momento de aprobación de la ley en 1994 algunos juristas señalaron que estaba rozando la legalidad, es la manzana de la discordia. El Tribunal Supremo de Justicia de la Comunidad Valenciana aduce un tecnicismo (la relación entre agente urbanizador y Administración Pública no se ajusta a la ley de contratos del estado) como argumento básico para cuestionar su legalidad. Sin embargo parece claro que no puede existir un contrato público entre agente urbanizador y administración pública cuando está última no da ninguna contraprestación por la ejecución de las obras de urbanización. Por su parte la Asociación de Promotores y Constructores de la Provincia de Valencia ya ha anunciado que presentará alegaciones en el Tribunal constitucional a favor de la ley actual. Paradojas de la vida. Pocos habrían creído hace algunos años que una asociación de empresarios acabaría apoyando una ley de la época del PSOE.

Desunidos, aunque con una misma moneda

Durante los primeros días del Euro la opinión pública ha recogido con abundancia tanto los efectos más inmediatos de la nueva moneda europea como lo que la misma simboliza para el futuro de Europa. Si bien es cierto que la introducción del Euro como moneda común de la mayoría de los países de la Unión Europea supone un cierto avance en el sentimiento europeista no es menos cierto que es difícil olvidar lo sucedido en la última cumbre europea de Laeken donde se discutió, bajo presidencia belga, el futuro de Europa. En la misma aparecieron con claridad algunos de los peores prejuicios nacionalistas, tópicos y peleas por tener cuatro funcionarios más. Vale la pena recordar algunas de esta joyas para no ilusionarse demasiado por mucho Euro común que tengamos. El principal objetivo era el reparto de varias agencias europeas. Berlusconi, por ejemplo, dijo que como se iban a quedar los finlandeses la agencia para la alimentación si “ni siquiera saben lo que es el jamón dulce. Helsinki es buena para los congelados”. El argumento de Chirac sobre el tema pasó por mencionar que en Suecia se podría montar una agencia europea de modelos “ya que tienen mujeres guapas”. Por su parte Persson, el primer ministro sueco, señaló que le parecía muy extraño que la agencia de tecnología pueda ir a España. El primer ministro austríaco salió muy enfadado pues el observatorio sobre el racismo, que era el que le había tocado en el reparto, sólo tenía 19 funcionarios mientras “otras agencias tienen miles”. 

Este parece ser el ambiente que se respira de puertas para adentro en las grandes cumbres europeas. De puerta hacia afuera todo son buenos augurios, fantástica sintonía y abrazos por doquier. Aparte de lo zafio de muchos de los comentarios resulta bastante claro que la “Unión Europea” está aún muy lejos de ser verdaderamente una realidad. Y esto, sin duda, tiene consecuencias importante también para el Euro. Uno de los factores importantes que dan dominancia internacional a una moneda es la existencia de un mercado financiero potente y consolidado. Si se quiere que el Euro pueda llegar a alcanzar el status del que disfruta el dólar en la actualidad es preciso que el sistema financiero europeo sea eficiente. Condición necesaria para conseguir esa eficiencia, que permitiría una alta liquidez y bajos costes de transacciones, es que el sistema financiero europeo presente un elevado grado de integración cosa que, por el momento, no sucede. Cada país tiene sus regulaciones y mantiene su mercado financiero blindado ante las entidades de otros países. Sin embargo esto no es lo peor de todo. Es más desalentador pensar como se producirá dicha integración financiera. Si los países de la Unión no se ponen de acuerdo para repartir unas “miserables” oficinas europeas, ¿se imaginan que puede pasar en las reuniones para fijar unos criterios comunes para el sistema financiero europeo?

